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47º SESIÓN DEL CONSEJO DE DERECHOS HUMANOS

CONTRIBUCIONES DE URUGUAY


En años recientes Uruguay ha ampliado su marco normativo e institucional en materia de igualdad de género y contra toda forma de discriminación. En tal sentido se destacan:

a) Ley Nº 19.538 (2017) Actos de Discriminación y Femicidio. Modificación de los artículos 311 y 312 del Código Penal. 

b) Ley Nº 19.530 (2017) Instalación de Salas de Lactancia.

c) Ley N° 19.555 (2017) Participación equitativa de personas de ambos sexos en la integración de órganos electivos nacionales, departamentales y de dirección de los partidos políticos.

d) Ley Nº 19.580 (2017) Violencia hacia las Mujeres basada en Género.

e) Ley Nº 19.549 (2017) Prohíbe la mediación extraprocesal en casos de violencia sexual y de género.

f) Ley Nº 19.643 (2018) Ley de Prevención y Combate a la Trata de Personas.

g) Ley Nº 19.685 (2018) Promoción del Desarrollo con Equidad de Género.

h) Ley N° 19.684 (2018) Ley Integral para personas Trans, derecho al libre desarrollo de su personalidad conforme a su propia identidad de género, con independencia de su sexo biológico, genético, anatómico, morfológico, hormonal, de asignación u otro.

i) Ley Nº 19.778 (2019) Regulación de la profesión del trabajo social. Prohíbe la discriminación basada en género, edad, orientación sexual, origen étnico racial o socioeconómico, filiación religiosa o política, discapacidad o de alguna otra índole.

j) Ley Nº 19.775 (2019) Modifica la Ley Orgánica de las Fuerzas Armadas. Prevé que no habrá discriminación alguna por "razón de nacimiento, origen racial o étnico, género, sexo, orientación sexual, religión o convicciones, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social".

k) Ley Nº 19.846 sobre igualdad y no discriminación entre mujeres y varones, comprendiendo la igualdad formal, sustantiva y de reconocimiento, en cumplimiento de diversas recomendaciones del Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (CEDAW).

En su artículo 4 la ley Nº 19.846 establece que se considera discriminación directa hacia las mujeres en base al género la situación en que se encuentra una persona que sea, haya sido o pudiera ser tratada, en atención a su sexo, orientación sexual y/o identidad de género, de manera menos favorable que otra en situación comparable. Se considera discriminación indirecta hacia las mujeres en base al género la situación en que una norma, una política o una práctica aparentemente neutra, pone a una persona en desventaja particular con respecto a otras personas por razón de su sexo, orientación sexual y/o identidad de género.
La nueva ley plantea políticas públicas para la igualdad de género, regidas por los principios de prioridad de los derechos humanos, integralidad, inclusión, participación ciudadana, transparencia y rendición de cuentas. Se estableció la necesidad de tomar medidas de carácter temporal con el fin de hacer efectivo el derecho a la igualdad y de generar registros de datos cualitativos y cuantitativos de conformidad con los lineamientos del sistema estadístico nacional.
La ley integral para personas Transexuales N° 19.684 ofrece una definición de género en su artìculo 4: 
a) Identidad de género: la vivencia interna e individual del género según el sentimiento y autodeterminación de cada persona, en coincidencia o no con el sexo asignado en el nacimiento, pudiendo involucrar la modificación de la apariencia o la función corporal a través de medios farmacológicos, quirúrgicos o de otra índole, siempre que ello sea libremente escogido.

b) Expresión de género: toda exteriorización de la identidad de género tales como el lenguaje, la apariencia, el comportamiento, la vestimenta, las características corporales y el nombre.

Asimismo la ley N° 19.684 mandata en su artículo 5 a incorporar la variable "identidad de género" en todos los sistemas oficiales de información estadística, incluidos los censos, las encuestas continuas de hogares, los informes de la Oficina Nacional del Servicio Civil (ONSC) y todas las mediciones públicas que releven la variable "sexo" (ver en anexos cuestionario de la Encuesta Continua de Hogares del Instituto Nacional de Estadística (INE) y documento “Inclusión de la variable identidad de género en registros administrativos y estadísticos del Estado”).
Por su parte, la ley Nº 19.580 sobre Violencia hacia las Mujeres basada en Género de 2017 reafirma  explícitamente el reconocimiento de las mujeres transexuales como integrantes del colectivo “mujeres” ya que en su artículo 1 establece como objeto y alcance de la ley 

… garantizar el efectivo goce del derecho de las mujeres a una vida libre de violencia basada en género. Comprende a mujeres de todas las edades, mujeres trans, de las diversas orientaciones sexuales, condición socioeconómica, pertenencia territorial, creencia, origen cultural y étnico-racial o situación de discapacidad, sin distinción ni discriminación alguna. Se establecen mecanismos, medidas y políticas integrales de prevención, atención, protección, sanción y reparación.

A nivel institucional, se renovó el Consejo Nacional de Género (CNG), creado en 2007 por la ley N° 18.104, ampliando su integración con nuevos organismos públicos y organizaciones de la sociedad civil con competencia en la promoción y defensa de la igualdad de género y derechos humanos de las mujeres. 

En este marco, se creó el Sistema Nacional de Género, conjunto articulado de organismos e instituciones que tienen como finalidad garantizar la igualdad de género, cuyas acciones deberán ser coordinadas a través de la rectoría del Instituto Nacional de las Mujeres (INMUJERES). Asimismo, se estableció la obligación de todos los organismos del Estado de contar con Unidades Especializadas en Género, que deberán depender de los ámbitos de mayor jerarquía institucional, contar con recursos humanos especialmente designados y asignación presupuestal necesaria para el efectivo cumplimiento de sus cometidos.

Paralelamente, se creó un Fondo Concursable para la Igualdad de Género con destino al financiamiento de proyectos de organizaciones de la sociedad civil, destinados al fortalecimiento de las acciones de incidencia en las políticas públicas de igualdad de género y el monitoreo de su cumplimiento.

En 2018 se aprobó la Estrategia para la Igualdad de Género para 2030 (ENIG) a través del decreto Nº 137/2018, hoja de ruta estratégica e integral para alcanzar la igualdad de género en un mediano plazo. Toma en cuenta las tendencias y factores críticos presentes en materia de igualdad de género e incorpora las principales prioridades identificadas por la institucionalidad de género y la sociedad civil organizada. Fue construida de manera participativa e interinstitucional, en el marco de la Agenda 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS). 

Asimismo en 2020 se renovó la composición del Consejo Nacional de Diversidad Sexual, estando en curso actualmente la convocatoria a representantes de la sociedad civil organizada para integrarse al mismo. 

El Consejo Nacional de Diversidad Sexual fue creado por el Presidente de la República Dr. Tabaré Vázquez, en Consejo de Ministros mediante el decreto N° 321/015 del 02 de diciembre de 2015 con el objetivo de asesorar al Poder Ejecutivo en materia de su competencia y promover el enfoque de diversidad sexual en las políticas públicas en forma transversal.

El Consejo es presidido por un representante de la Dirección Nacional de Promoción Sociocultural del Ministerio de Desarrollo Social (MIDES) e integrado además por: un representante de cada Ministerio designado por el Ministro respectivo, un Ministro de la Suprema Corte de Justicia o quien éste designe, dos integrantes del Congreso de Intendentes o quien éste designe, seis representantes de la sociedad civil (4 designados por las organizaciones de la diversidad sexual, uno por el Plenario Intersindical de trabajadores y uno por las Cámaras Empresariales), un representante de la Universidad de la República, y un representante del Consejo Directivo Central (CODICEN).

El 2018 el Consejo aprobó el primer Plan Nacional de Diversidad Sexual con el fin de  promover, desde un enfoque de derechos humanos, la ciudadanía plena de las personas LGTBI, garantizar el ejercicio igualitario de derechos y oportunidades así como su inclusión social, política, laboral, económica y cultural, libre de todo estigma discriminación y violencia, así como fortalecer la incorporación de la perspectiva de la diversidad sexual, igualdad y no discriminación en las políticas públicas y las prácticas institucionales desde una perspectiva de diversidad sexual.
Entre los compromisos asumidos en el Plan Nacional de Diversidad Sexual a implementar en el período 2018-2021 se destaca el objetivo específico de desarrollar acciones para erradicar el estigma y la violencia basados en orientación sexual e identidad y expresión de género y características sexuales.
En ese marco el Ministerio del Interior (MINTERIOR) se comprometió a implementar, mejorar y difundir los mecanismos de denuncia, gestión y monitoreo de las situaciones de discriminación y estigma por orientación sexual, identidad y expresión de género y características sexuales.

La Administración Nacional de Educación Pública (ANEP) se comprometió a elaborar y poner en marcha de cursos de formación para docentes y funcionariado del Sistema Nacional de Educación Pública sobre diversidad sexual en los ámbitos educativos.

También en el área educativa bajo el mandato de la ley 18.426 de defensa del Derecho a la Salud Sexual y la Salud Reproductiva de 2008 se creó la “Comisión interinstitucional sobre educación sexual, salud sexual y reproductiva y derechos sexuales y reproductivos”.
La Comisión ha sido desde su creación fuente de recursos pedagógicos y de reflexión entre los actores del sistema educativo en relación a educación sexual, y derechos sexuales y reproductivos.
En 2019 con el apoyo del Plan Ceibal elaboró la curaduría “REDESSEX. Recursos en Educación Sexual, Derechos Sexuales y Derechos Reproductivos, Salud Sexual y Salud Reproductiva”, que busca facilitar el acceso a los principales materiales que existen sobre esas temáticas en Uruguay. Su contenido prioriza un enfoque basado en derechos, sexualidades, diversidad y género. 
El repositorio de publicaciones sobre educación sexual, salud sexual y reproductiva y derechos sexuales y reproductivos a disposición de los educadores uruguayos que incluyen entre otras, definiciones sobre género y conceptos conexos, puede consultarse en: www.ceip.edu.uy/IFS/index.php?option=com_content&view=article&id=24&Itemid=155.

Finalmente, se destaca que en 2017 el Instituto de Políticas Públicas en Derechos Humanos (IPPDH) del MERCOSUR dio a conocer la publicación “LGTBI: Compendio regional de buenas prácticas gubernamentales de garantía y protección de derechos”, iniciativa surgida del mandato recibido en 2015 desde la Comisión Permanente para la Promoción y Protección de los Derechos de la Población LGTBI de la Reunión de Altas Autoridades en Derechos Humanos y Cancillerías del MERCOSUR y Estados Asociados (RAADH).
